EXP: 03-000434-0163-CA 
RES: 001179-F-S1-2009 

SALA PRIMERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las catorce horas cuarenta y dos minutos del doce de noviembre de dos mil nueve. 

Proceso ordinario de lesividad establecido en el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda por el ESTADO, representado por su procurador Juan Luis Montoya Segura, abogado, de domicilio no indicado; contra LABORATORIOS INTERNACIONALES LABIN SOCIEDAD ANÓNIMA hoy CEFA CENTRAL FARMACÉUTICA SOCIEDAD ANÓNIMA, representada por su presidente, tesorero y secretaria con facultades de apoderados generalísimos sin límite de suma, respectivamente, Arnaldo Garnier Castro, de calidades no indicadas, Norval Garnier Acuña, administrador, vecino de San José y Denise Garnier Acuña, de calidades ignoradas. Las personas físicas son mayores de edad y con las salvedades hechas, casados. 

RESULTANDO 

1.-

Con base en los hechos que expuso y disposiciones legales que citó, la parte actora estableció demanda ordinaria de lesividad cuya cuantía se fijó en la suma de cuarenta y un millones quinientos mil cincuenta colones, a fin de que en sentencia se declare: “1. Que la resolución N° (sic) 49-2003 dictada por la Sala Primera del Tribunal Fiscal administrativo, a las 8:00 horas del 8 de febrero del (sic) 2003, es contraria a derecho, lesiona los intereses del Estado, y en razón de ello carece de fundamento legal y es nula conforme a derecho. 2. Que siendo nula, la resolución del Tribunal Fiscal Administrativo, queda plenamente vigente la resolución Nº (sic) AU10R- 128-02 de las diez horas del 19 de diciembre del (sic) 2002, dictada por la Administración Tributaria de Grandes Contribuyentes.” 

2.-

La demandada contestó negativamente. 

3.-

El Juez Felipe Alberto Córdoba Ramírez, en sentencia no. 893-2008 de las 14 horas 20 minutos del 31 de julio de 2008, resolvió: "Se declara procedente la acción de lesividad, anulando la resolución de la Sala Primera del Tribunal Fiscal Administrativo número cuarenta y nueve-dos mil tres, de las ocho horas del ocho de febrero del dos mil tres. Se declara improcedente la pretensión accesoria. Se resuelve sin especial condenatoria en costas." 

4.-

Ambas partes apelaron y el Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Octava, integrada por los Jueces Carlos Espinoza Salas, Isaac Amador Hernández y Gustavo Irías Obando, en sentencia no. 21-2009-S-VIII de las 14 horas 50 minutos del 13 de marzo de 2009, dispuso: “En lo impugnado y por las razones dadas, se confirma la resolución apelada.” 
5.-

Don Norval Garnier Acuña formula recurso de casación indicando expresamente las razones en que se apoya para refutar la tesis del Tribunal de instancia. 

6.-

En los procedimientos ante esta Sala se han observado las prescripciones de ley. 

Redacta el Magistrado Solís Zelaya 
CONSIDERANDO 

I.-

. El representante del Estado promueve proceso de lesividad. En su demanda alegó que el 28 de noviembre de 2002, a través del oficio n° DT10R-105-2 dictado por la Administración Tributaria de Grandes Contribuyentes, se declaró sin lugar el recurso planteado por Laboratorios Internacionales Labin S.A. (en lo sucesivo abreviada como Laboratorios Labin), contra el acto en que le sancionaba con el pago de la suma de ¢41.500.050,00. Si bien no lo indicó en su demanda, esto tuvo como antecedente que la Dirección General de Tributación Directa realizó un procedimiento contra Laboratorios Labin por defraudación fiscal. Disconforme con aquella sanción, continuó el actor, la afectada planteó revocatoria y apelación. La primera, explicó, fue denegada en el acto AU10R-128-02 del 19 de diciembre de 2002, pero el Tribunal Fiscal Administrativo mediante su voto n° 49-2003 de las 8 horas del 8 de febrero de 2003 dispuso anular todo lo actuado por la Administración Tributaria. Sin embargo, adujo, mediante memorial n° 373-2003 de las 13 horas del 14 de mayo de ese año, el Ministro de Hacienda dispuso declarar lesivo a los intereses del Estado ese pronunciamiento del Tribunal Fiscal. En este proceso solicita se disponga su lesividad así como la plena vigencia de la resolución n° AU10R-128-02. La demandada se opuso sin invocar a su favor ninguna defensa en específico. El Juzgado, al resolver el fondo de la controversia, acogió la lesividad del voto 49-2003, pero declaró improcedente el pedimento relacionado con el acto administrativo AU10R-128-02 y no dispuso especial condena en costas. Al respecto consideró que lo resuelto por el Tribunal Fiscal Administrativo ordenaba la nulidad de todo lo actuado en el proceso administrativo sancionatorio, lo que llevaría a pensar que no es un acto definitivo, firme, ni creador de derechos subjetivos por lo que no era impugnable a través de esta vía. Sin embargo, consideró que ese órgano había dispuesto su incompetencia, contraviniendo el fallo 309-2000 de las 10 horas 30 minutos del 8 de noviembre de 2000 del Tribunal Contencioso Administrativo. Explicó que en este último se resolvió la excepción de incompetencia alegada por Laboratorios Labin –en el procedimiento administrativo por defraudación seguido en su contra- indicando la Administración Tributaria era la competente para imponer la sanción administrativa. Luego añadió que el pronunciamiento del Tribunal Fiscal -declarándose incompetente- impedía enmendar cualquier yerro del procedimiento que llevó a cabo para determinar la sanción administrativa, producto de lo cual se tornaría en un acto definitivo y creador de un derecho subjetivo por lo que sí era susceptible de atacarse por medio de la lesividad. A partir de ahí analizó el criterio emitido en cuanto al fondo por el mismo Tribunal Fiscal en cuanto al procedimiento iniciado contra Laboratorios Labin y concluyó que si bien ese órgano dispuso la nulidad del procedimiento por falta de tipicidad de la falta, en realidad no había análisis de si ese supuesto vicio había producido –o no- indefensión. Añadió que en todo caso la supuesta falta de tipicidad tampoco había existido pues el traslado de cargos indicaba los hechos a ser investigados y las normas al amparo de las cuales se dio trámite al procedimiento administrativo. Luego consideró que era admisible el reclamo de lesividad y que el Tribunal Fiscal había declarado una nulidad por la nulidad misma, por lo que debía declararse lesivo ese pronunciamiento. Finalmente rechazó el pedimento de declarar la vigencia de la resolución Au10R-128-02 pues estimó que este extremo excedía el objeto del proceso y resolvió sin especial condena en costas. Disconformes con el pronunciamiento ambas partes apelaron. La Sección VIII del Tribunal Contencioso Administrativo confirmó el fallo atacado. En su análisis expresó razones similares a las indicadas por el Juzgado en cuanto a las características particulares del pronunciamiento atacado que abrían la vía para la lesividad, la que, además, en cuanto al fondo era procedente prohijando las mismas razones del Juzgado. Disconforme con lo decidido, CEFA Central Farmacéutica S.A. (empresa que se fusionó con Laboratorios Labin prevaleciendo aquella) acudió a la Sala. 

II.-

La demandada formula recurso de casación. Sus disconformidades fueron planteadas en dos momentos diferentes; la primera, dentro del plazo para recurrir contra la sentencia del Tribunal y la segunda, de previo a que esta Sala lo admitiera, pero fuera del plazo para recurrir. Así las cosas, en el recuento que se hará, sólo se toma en cuenta lo expresado en la primera oportunidad en tanto que los otros extremos son extemporáneos e inadmisibles. Se identifican dos agravios. Primero. Endilga aplicados de manera indebida los cardinales 10 inciso 4) y 18 inciso 1) de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa y acusa inactuado el numeral 60 inciso c) ibídem. Según esas normas, explica, sólo puede procurarse la lesividad respecto de actos propios, firmes y creadores de derechos subjetivos. Sin embargo, indica, en el caso se pretende la nulidad del acto administrativo 49-2003 de las 8 horas del 8 de febrero de 2003, que es de mero trámite, pues anula todo lo actuado y no resuelve –de manera directa o indirecta- el fondo del recurso, sino que ordena enderezar el procedimiento. Menciona un precedente de esta Sala relacionado con los actos de trámite. Por ello, señala, tampoco se trata de un acto firme ni creador de derechos subjetivos. Al resolver el fondo de la controversia el Tribunal Fiscal anuló lo actuado, asevera, al constatar una serie de vicios en el procedimiento, pero nunca dispuso que se declaraba incompetente, como pretendió alegar el Estado, por lo que correspondía reiniciar el trámite y no debatir la lesividad. Por el rumbo del asunto, critica, se le deja indefensa pues no hubo pronunciamiento sobre el fondo de la controversia. Al efecto cita una sentencia de la Sección Segunda del Tribunal Contencioso Administrativo. 

III.-

Por razones de orden, es menester hacer un recuento de los hechos que anteceden a este debate y que no fueron controvertidos. En fecha no especificada, la Administración Tributaria planteó denuncia por defraudación fiscal ante el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda contra Laboratorios Labin. La afectada criticó la competencia de la sede judicial, lo que condujo a que la Sección Primera del Tribunal Contencioso Administrativo en el fallo 309-2000 del 8 de noviembre de 2000 dispusiera que el asunto debía ser conocido por la Administración Tributaria. Luego, en diciembre de 2001, esa sede realizó el traslado de cargos indicándole que podía haber incurrido en una conducta sancionable al amparo de la normativa tributaria. La afectada recurrió y en noviembre de 2002 la Dirección General de Tributación le impuso el pago de ¢41.500.050,00. Laboratorios Labin objetó el pronunciamiento, que fue confirmado por la Dirección General de Tributación Administración de Grandes Contribuyentes en la resolución AU10R-128-02 del 19 de diciembre de 2002. Mediando recurso vertical, el asunto fue remitido al Tribunal Fiscal Administrativo quien en el voto 49-2003 del 8 de febrero de 2003 dispuso la nulidad de todo lo actuado. Contra este pronunciamiento se reclama la lesividad. La demandada controvierte el cumplimiento de los presupuestos para proceder a tal declaratoria pues, a su juicio, no se trata de un acto definitivo, ni crea derechos subjetivos, sino de trámite pues dispone el reinicio del procedimiento. 

IV.-

Una importante cantidad de fallos de esta Sala ha sostenido de manera consecuente que no son atacables a través del proceso de lesividad actos preparatorios (n° 150-91 de las 15 horas 30 minutos del 11 de septiembre de 1991) , actos de trámite (n° 882-07 de las 8 horas 35 minutos del 14 de diciembre de 2007, n° 971-06 de las 14 horas 50 minutos del 11 de diciembre de 2006, n° 882-07 de las 8 horas 35 minutos del 14 de diciembre de 2007), que no confieren derechos subjetivos (n° 1002-05 de las 15 horas 10 minutos del 21 de diciembre de 2005), o que no son actos finales (n° 547-07 de las 8 horas 35 minutos del 3 de agosto de 2007). Además, en dos de ellos señaló que el acto cuya nulidad se pretendía no era impugnable, pues en sede administrativa el último órgano llamado a resolver había dispuesto la nulidad del procedimiento (n° 971-06 y 547-07 ya citados). Sin embargo, también en el voto n° 1008-04 de las 9 horas 25 minutos del 24 de diciembre de 2004 indicó que sí procedía el reclamo de lesividad pues aunque el Tribunal Fiscal había dispuesto anular todo lo actuado, en realidad su pronunciamiento analizaba el fondo del asunto. Así las cosas, deben examinarse los fundamentos brindados por la Administración en el pronunciamiento que se busca anular en esta sede, a fin de determinar si, a pesar de gozar de la apariencia de un acto de trámite, (pues se dispone la nulidad de lo actuado) en su seno se emiten consideraciones sobre el fondo de la controversia. 

V.-

Como de manera acertada refirió el Juzgado Contencioso en este asunto, el Tribunal Fiscal Administrativo en el voto n° 49-2003 del 8 de febrero de 2003, en primer término desconoció que la sentencia del Tribunal Contencioso Administrativo n° 309-2000 del 8 de noviembre del 2000 ya había dispuesto que el proceso de investigación contra Laboratorios Labin debía seguirse en sede administrativa. Empero, esa instancia administrativa manifestó su disconformidad y al resolver el recurso vertical se declaró incompetente. Así al efecto resolvió: “(…) estima este Tribunal, que la jurisprudencia de la Sala Constitucional y los precedentes sentados por la misma son de acatamiento obligatorio y vinculantes para órganos jurisdiccionales para la Administración Tributaria y este Tribunal, concretamente en cuanto al principio del derecho al juez regular, igualmente denominado “derecho al juez natural”, que garantiza que la “autoridad competente” es necesariamente la judicial y ordinaria, establecidas al efecto por la ley para juzgar los hechos en el momento y lugar en que los mismos acaecieron, sin que sea lícito y legalmente posible, que los mismos sean juzgados por una autoridad judicial diferente a aquella establecida por el legislador, lo anterior constituye una garantía para el administrado o justiciable, mediante la cual la potestad de administrar justicia y la competencia en la distribución que hace la ley de las diferentes esferas de conocimiento de los Tribunales con base en criterios de materia, gravedad o cuantía, territorio y grado, tanto la jurisdicción, “general o por materia” como la competencia son parte del debido proceso pues garantizan que los conflictos sean resueltos por los tribunales regulares en la forma dicha, principio que se ha quebrantado en el caso de autos, toda vez que se ha delegado en la administración tributaria, el conocimiento y resolución de un ilícito tributario administrativo cuya competencia le correspondía al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, de acuerdo con los artículos 83, 88 y 91, por lo que en tales condiciones el órgano delegado carece de competencia y jurisdicción para conocer y resolver de las presentes diligencias, consecuentemente la resolución recurrida carece de validez de acuerdo con los artículos 128 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública y así lo declara expresamente este Tribunal. (El destacado es suplido). Luego de ello, a pesar de sostener su falta de competencia para resolver el asunto y de manera inconsecuente con esa declaratoria, analizó el procedimiento seguido contra Laboratorios Labin concluyendo que estaba viciado por falta de tipicidad de la conducta investigada. Al efecto señaló: “VIII.- 

No obstante lo anterior, con el objeto de que en el futuro no se dicten resoluciones inválidas por la parte de la administración a quo, este Tribunal se permite adicionalmente hacer las siguientes consideraciones con respecto a la sanción administrativa impuesta. En el caso de autos, estima igualmente este Tribunal, que en relación propiamente a la tramitación del procedimiento sancionatorio, no se ha garantizado el debido proceso, respetando los preceptos señalados por aquel alto Tribunal de la República, cuya jurisprudencia es de carácter obligatoria, de acuerdo con el art.13 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, y que debe tenerse como precedente obligatorio, en cada uno de los casos en que la Administración Tributaria, inicie, trámites y resuelva asuntos relativos a la imposición de ilícitos tributarios de carácter administrativo, razón por la cual este Tribunal se ha permitido transcribir aquel fallo, para que en todos los asuntos relativos a la imposición de este tipo de sanciones, la Administración a quo, tenga presente todos los principios que se deben observar, para garantizar el debido proceso, establecido en el artículo 39 de la Constitución Política. Efectivamente en el caso de autos, en el traslado de cargos citado, no se da la tipicidad de la infracción, no se indica cuál disposición legal es la que tipifica la conducta del administrado como una infracción administrativa, únicamente se indica la disposición legal que establece la sanción por falta de ingreso por omisión e inexactitud, de acuerdo con el artículo 91 del Código Tributario, hoy derogado, vigente en aquel entonces, en esas condiciones en la imputación de cargos no se indica en forma clara, en cuál disposición legal se encuadra la conducta típica, antijurídica y culpable de la contribuyente, violándose el principio de tipicidad. (…) Entiende este Tribunal, de acuerdo en las reglas unívocas de la sana crítica racional, de la ciencia y de la lógica, que aquellas resoluciones, deben de interpretarse dentro del contexto en que se produjeron, sea que la infracción se produciría, en el tanto y cuanto, dicha conducta estuviera debidamente tipificada en la ley y así iniciar el proceso sancionatorio, mediante la intimación establecida en el ordenamiento procesal, constitucional y legal, que rigen la materia, lo cual no se ha producido por la Administración a quo, lo que ha originado, que igualmente por esta razón procede declarar de oficio la nulidad del procedimiento”. (El destacado es suplido). Esta segunda serie de razones explicitadas por el Tribunal Fiscal Administrativo evidencian que si bien dispuso anular todo lo actuado, los argumentos que sirven de sustento a esa declaratoria realizan un análisis del procedimiento sancionatorio y la forma en que se tramitó. Las particularidades de este acto administrativo tienen consecuencias innegables sobre el fondo de la disputa. Nótese que de avalarse su pervivencia, no podría darse inicio, de nuevo, al procedimiento sancionatorio, ante la incongruencia jurídica generada por sus fundamentos, pues la jurisdicción definió (voto 309-2000 del 8 de noviembre del 2000) que el asunto debía tramitarse en sede administrativa, y que ésta a su vez irrespetando la jerarquía de los pronunciamientos jurisdiccionales y sus medios de impugnación, “devolvió” el asunto, disponiendo su incompetencia y señalando que debía ser conocido por los Tribunales. Así las cosas, no puede procederse en ninguna de esas vías sin quebrar aquel pronunciamiento (voto 309-2000 antes citado) que se encuentra firme, lo que evidencia el carácter definitivo de la resolución atacada, por los efectos prácticos que desplegaría. Con todo, a juicio de la Sala no existe vicio alguno en los pronunciamientos jurisdiccionales recurridos, pues en ambas instancias se apreciaron de manera adecuada los fundamentos –y características- del acto administrativo cuya lesividad fue dispuesta. Luego, el recurso debe rechazarse. La promovente deberá correr con sus costas. 

POR TANTO 

Se rechaza el recurso de casación planteado por la parte demandada, quien deberá cubrir las costas generadas con su ejercicio. 

Anabelle León Feoli 

Luis Guillermo Rivas Loáiciga Román Solís Zelaya 

Óscar Eduardo González Camacho Carmenmaría Escoto Fernández 

rgu/gdc.-

